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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Edgar Bellomo. 
MIEMBROS: Señores Representantes Guillermo Chifflet, Carlos González Álvarez y Alberto Scavarelli. 


DELAGADA 
DE 
SECTOR: Señora Representante Margarita Percovich. 


ASISTEN: — Señores Representantes Roberto Bagalciague y Carlos Pita. 


INVITADOS: Señor Víctor Giorgi, Decano; doctor Aldo Martín, Cátedra de Ética y Derechos Humanos; 
psicólogas Sylvia Castro, Adriana Molas y Licenciado en Psicología Rolando Arbesun, Área 
de Psicología Social. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bellomo).- Está abierto el acto. 


(Es la hora 14 y 08) 


En la tarde de hoy la Comisión recibirá dos delegaciones: una, que ha solicitado una entrevista por un 
problema puntual -acordamos recibirlos en la reunión anterior- y otra una delegación a la que hemos 
convocado para conocer su opinión acerca del proyecto que estamos considerando, relativo al Programa para 
la atención y asistencia a las víctimas de delitos. 


Léanse los asuntos entrados. 


(Se leen:) 


"Junta Departamental de Salto, 8 de noviembre de 2002. Señor Presidente de la Comisión de Derechos 
Humanos de la Cámara de Representantes. Don Edgar Bellomo. Montevideo. De mi mayor consideración: 
Aprobada la propuesta de los señores Ediles doctora Rosario Giambiasi, Paulino Delsa y profesor José Soto, 
según Resolución N* 52/02 que va adjunta para su conocimiento, invito a vuestra Comisión para el día 14 de 
noviembre a las 19:30 horas a concurrir a esta Junta Departamental. Sin otro particular, le saluda muy 
atentamente. Carlos F. Secco Gutiérrez, Presidente; Amilcar Pereira Castro, Secretario General". 


"Universidad de la República. Regional Norte - Sede Salto. Salto, 8 noviembre de 2002. Señor Presidente de 
la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados Señor Edgar Bellomo. Presente. Con motivo 
de la presentación del proyecto de ley sobre el 'Programa Nacional de Asistencia a la Víctimas de Delitos', en 
tratamiento en la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados, invitamos a usted el día 14 de 
noviembre de 2002 a las 17:00 hs, en la Regional Norte de la Universidad de la República (salón de sesiones 
de Comisión Directiva). Teniendo en cuenta la trascendencia del tema en discusión, su importancia a nivel 
nacional y su repercusión directa en la asistencia a la víctima de delito y la difusión de la temática a través de 
los diferentes actores sociales, es que descontamos su participación. Cordialmente. Doctor Julio Irigoyen, 
Director". 


Invitación para la conmemoración del "Día Mundial para Prevención del abuso Sexual Infantil" que se 
realizará el 19 de noviembre de 9 a 12:30 horas en el Edificio MERCOSUR. 


La Mesa desea agregar información sobre dos asuntos entrados. 


En primer lugar, me ha visitado personalmente el señor José Queijo, quien me dejó la solicitud que voy a 
trasladar a los integrantes de la Comisión. Entre otros considerandos, y recordando que su caso ya había sido 
tratado e, inclusive, que de alguna forma, la Comisión se había expedido, establece lo siguiente: Agradece a 
la Comisión tenga en cuenta su presentación, examinando el tema y, en definitiva, arbitre dentro de sus 
facultades los procedimientos adecuados que permitan acceder a lo peticionado. Lo "peticionado"” está 
aclarado en la solicitud y en un material que adjunta de notas enviadas y gestiones realizadas ante la 
Comisión Técnico Mixta de Salto Grande. 


Se realizará fotocopia de todo el material que ha ingresado y se distribuirá a los integrantes de la Comisión. 
Además, agradeceríamos que la Asesoría Técnica nos haga un informe preliminar sobre esta petición, y en la 
próxima semana trataríamos lo que los señores legisladores entiendan pertinente. 


En segundo término, el Diputado Julio Cardozo Ferreira acaba de enviar a mi despacho fotocopia de dos 
documentos. Uno de ellos tiene que ver con un certificado que dice que el Instituto de Formación Familiar 
Social, reconocido por la pontífice Universidad Católica de Río Grande y por el Decreto Nacional 

N* 286/975 del Ministerio de Vivienda y Promoción Social, de acuerdo con las disposiciones reglamentarias 
expide a la señora María del Carmen Cardozo Ferreira, nacida en Tacuarembó, quien ha cumplido con todas 
las obligaciones del respectivo plan de estudios, otorgándosele el presente título de Asistente Social Familiar. 
Esto está fechado en Montevideo el 22 de diciembre de 1978 y tiene la firma del Director Pedro Richards. 
Adjunta a este documento una disposición del Ministerio de Educación y Cultura del año 1995. La copia no 
está muy clara, pero deduzco que es ese año porque hace referencia a la determinación del año 1993. Esta 
información está vinculada a la denuncia que un grupo de estudiantes de Tacuarembó había formulado contra 
esta persona, que es familiar del Diputado. 


Además de poner esto en conocimiento de los señores legisladores, corresponde también enviar una copia a 
la Presidencia de la Cámara ya que la solicitud que remitieron, a través de esta Comisión asesora al Cuerpo, 
la habíamos derivado a la Presidencia. 


Si la Comisión está de acuerdo, se realizarán las fotocopias y trataremos estos asuntos el martes próximo. 


(Se vota) 


Unanimidad. 


(Ingresa a Sala el Decano de la Facultad de Psicología de la UDELAR y sus asesores) 


En el marco del tratamiento preliminar del proyecto de ley que está a estudio de la Comisión de 
Derechos Humanos, relacionado con la creación de un Programa para la atención y asistencia a las víctimas 
de delitos, tenemos mucho gusto en recibir en la tarde de hoy a una delegación compuesta por el Decano de 
la Facultad de Psicología, psicólogo, Víctor Giorgi; la doctora Sylvia Castro -Área de Psicología Social-, la 
psicóloga Adriana Molas -Área de Psicología Social-, el doctor Aldo Martín, responsable de la Cátedra de 
Etica y Derechos Humanos; y el licenciado en Psicología, Rolando Arbesun, Área de Psicología Social. 


Agradecemos vuestra presencia. Los hemos invitado en esta oportunidad a efectos de conocer las opiniones 
que les merezcan el proyecto de ley en cuestión, así como también cualquier enmienda o agregado que 
contribuya a su análisis, partiendo de la base que ustedes consideren que se trata de una iniciativa positiva 
cuyo abordaje merezca introducirle cualquier mejora. 


Lo consideramos un proyecto abierto y, con ese espíritu, lo estamos tratando. 


SEÑOR GIORGI.- La Facultad de Psicología de la Universidad de la República considera sumamente 
pertinente esta invitación que se nos realizó en tanto el tema de la violencia, que subyace en esta 
iniciativa, tiene un alto componente de relación con los comportamientos humanos, con los significados 
que se otorgan y con sus resonancias objetivas. Es decir que se trata de una temática en la cual la 
psicología viene trabajando, y con esto se relaciona con la composición de la delegación que hoy 
representa a la Facultad. 


En primera instancia, nos parece una iniciativa sumamente positiva en tanto hay un asumir desde el Estado, 
una actitud, frente al delito y a la violencia, de reparación de los daños -ya no solo lo que ha sido tradicional, 
es decir, la reacción punitiva- y, eventualmente, medidas de reeducación con el agresor, que es otro capítulo 
complejo. Aquí se introduce la figura de la persona que ha sido agredida y se busca una reparación que toma 
en cuenta su integralidad. 


Uno de los aspectos que surge como preocupación al leer el texto del proyecto es la definición de los 
beneficiarios de la ley. Se refiere a víctimas de delito, pero también se habla, fundamentalmente, en la 
exposición de motivos, de facilitar la asesoría legal, la posibilidad de denuncia y demás. O sea que estaríamos 
hablando de delitos que aún no están tipificados, con lo cual se genera un universo difuso, por lo menos más 
amplio. 


Además, señalo que no siempre hay delito detrás de alguien que es víctima de violencia. Hay situaciones de 
omisión, de postergación de derechos, etcétera. Si tenemos en cuenta la conceptualización que hace las 
Naciones Unidas, el concepto de víctima va mucho más allá de la tipificación de un delito, con lo cual esto 
tiene una repercusión en los procedimientos. 


Este es un tema que la Comisión tendrá que trabajar pero nos preocupa de antemano el problema de cómo se 
regula y se verifica quién tiene derecho a esta atención diferenciada. ¿Cuáles serían los procedimientos? Por 
la experiencia y por la bibliografía sabemos que, finalmente, la persona que ha sido víctima de agresiones 
tiene dificultad de expresarlo. Si a esto sumamos cómo son habitualmente los manejos de procedimiento de 
nuestro sistema de salud, nos preguntamos cuál es la identificación que estas personas deberán exhibir para 
ser beneficiarios de estos servicios. ¿Hasta dónde no estamos corriendo el riesgo de generar espacios de 
sobrevictimización a partir de eso? Seguramente, habrá que trabajar este punto en su momento. 


El otro aspecto es el siguiente. Pensamos que el sistema de atención que se realice requiere algunas 
condiciones mínimas necesarias; tiene que ser un sistema accesible. En cuanto a la accesibilidad debemos 
considerar, precisamente, el bloqueo que estas personas sufren para plantear su problemática así como 
también la capacidad de recepción del aparato que se instituya para esto. Además, el sistema debe ser 
equitativo, y creo que esta iniciativa tiene más relevancia precisamente para los sectores más vulnerables que 
no siempre son los que cuentan con una cobertura sanitaria. En la exposición de motivos se maneja el 
ejemplo de alguien que es socio de una mutualista y pueda facilitarse su atención -exoneración de tiques y 
demás-; tal vez, sea un ejemplo medio, pero ¿qué pasa con aquel que no tiene cobertura asistencial? Creo que 
aquí es necesario pensar en algunas alternativas. 


El tercer elemento que nos preocupa es que la asistencia que se brinda debe tener una capacidad de escucha, 
de comprensión de la problemática, con toda su complejidad y su singularidad. ¿Hasta dónde, el sistema 


asistencial uruguayo, en este momento tan crítico que atraviesa, está en condiciones de recibir estas 
demandas, de interpretarlas y de dar respuestas globales? Cuando una persona consulta en un servicio 
médico, en general, lo que sucede es que su problemática se reduce a un diagnóstico médico; se circunscribe 
a las categorías de pensamiento de la medicina que están tipificadas y se ingresa en el caso desde allí. 


Habría que pensar en un mecanismo que tenga una comprensión mucho más global de la problemática y que, 
desde un equipo interdisciplinario, con la formación necesaria, pueda sostener la singularidad de este tipo de 
demandas y dar respuestas acordes. 


Seguramente, la Comisión habrá de trabajar en este tema que se conforma a partir del proyecto, pero me 
parece importante ir adelantándolo como una situación compleja de la cual puede depender, en buena parte, 
el éxito de su implementación. 


SEÑOR MARTÍN.- Nosotros, desde la Cátedra de Ética y Derechos Humanos, hemos estado 
estudiando el proyecto de ley y, al igual que el Decano, nos congratulamos de que en la reparación de 
los hechos delictivos se tenga en cuenta no solo la parte punitiva sino también la educativa y la social. 
De cierta forma, eso estaría hablando de algún tipo de dificultades u omisiones por parte del Estado 
respecto de su funcionamiento. Por tanto, está bien que el Estado empiece a hacerse cargo, no 
solamente desde lo punitivo sino de la reparación de algunas omisiones que, por mal funcionamiento, 
puedan existir. 


Se nos ocurrieron algunos temas en los que creemos que es necesario profundizar. 


Por un lado, en cuanto a la función del Estado, creemos que se debería de evitar que se repita el par víctima- 
victimario, donde el victimario se transforme en un chivo expiatorio, en un representante de la maldad 
absoluta cuando, de alguna manera, muchos de ellos, no todos -y sin olvidar del delito cometido- también son 
víctimas de otra forma de violencia. 


Más que evaluar lo bueno, venimos a plantear lo que puede ser considerado complejo. Es un riesgo que un 
proyecto de este tipo lleve a profundizar esa característica de chivo expiatorio que puedan tener algunos 
grupos sociales. 


El otro problema es el de patologizar a las víctimas de la violencia. Muchas respuestas de las víctimas de la 
violencia son reacciones normales ante estímulos anormales. El riesgo epistemológico esta en transformar en 
patológico, lo que es una reacción sana, ante una situación que en sí misma es la no normal, y no quiero decir 
enferma porque entraríamos en una discusión que daría para mucho tiempo. 


Por lo tanto, es bastante complejo y problemático -junto con lo que ya ha planteado el Decano- patologizar 
apriorísticamente lo que pueden ser reacciones normales. En esos dos puntos se restringiría lo que vamos a 
plantear desde la Cátedra de Etica y Derechos Humanos. 


Con respecto a este segundo punto, nos gustaría compartir con ustedes el patologizar lo que es una reacción 
normal. Tengo aquí la postura de una mujer norteamericana que escribió un libro llamado "El día después de 
la violación", que dice "La respuesta humana a la experiencia abrumadora de la vida es vista por la medicina 
moderna como desórdenes de la ansiedad, una enfermedad de la mente, pero no tengo el gusto de pensar que 
el hombre que me violó me infectó con una enfermedad mental; me opongo llamar a los efectos del terror 
abrumador como una enfermedad. Demando mi cordura y veo que mi respuesta es humana, apropiada y 
dignificante". Estos son elementos que aportamos para que ustedes puedan evaluar ese riesgo de patologizar 
lo que es la reacción sana de los individuos que son agredidos por medio de los actores de violencia. Muchas 
gracias. 


SEÑORA CASTRO.- Las consideraciones que ya hizo el Decano respecto a la importancia de esta 
iniciativa de crear una Comisión Coordinadora para la atención a las víctimas de delitos, no voy a 
repetirlas. 


En cuanto al proyecto específico, con sus tres artículos, me detendría en un par de cuestiones. En primer 
lugar, se prevé una amplia participación de la Universidad a través de múltiples facultades, hecho habitual en 
otras Comisiones y que creo merece ser destacado. Sin embargo, no está dicho que esas facultades deberían 


ser -por lo menos, a mí entender- de la Universidad de la República. Creo que debería agregarse esta idea al 
final del artículo 1*. 


SEÑOR PITA.- Efectivamente, era así. 


SEÑORA CASTRO.- Presumo que sí por el tipo de facultades que invitaron, pero no está dicho a texto 
expreso. 


En cuanto al artículo 2%, entre los cometidos de la Comisión está no solamente la elaboración e 
instrumentación del programa sino el control de su ejecución. Entonces, uno se pregunta cómo se va a hacer 
todo esto sin que en la integración de la Comisión haya una representación de a quienes va dirigida la acción. 
¿Por qué digo esto? Si el espíritu del proyecto de ley es "socializar el sentimiento del que padece cualquier 
forma de delito" y también "es necesario profundizar el sentimiento de que lo que pasa a un semejante en 
estas situaciones, nos pasa a todos", entonces, más allá de las consideraciones hechas sobre la tipificación de 
los delitos, ¿cómo se puede prescindir de esa representación y socializar sin la comunidad organizada? Este 
es el aporte que podemos brindar desde el Area de Psicología Social: no se puede hablar de socializar si se 
prescinde de la comunidad organizada, sino que es transformar en asunto de Estado -y de una manera 
particular- un problema social lo cual, como hemos visto, conduce a la hipertrofia de las instituciones o a la 
multiplicación de ofertas de atención, pero no resuelve el problema ni brinda por lo menos el apoyo y el 
beneficio que en el espíritu de la ley está planteado. 


Partiendo de la base, entonces, de que ese no es el espíritu, creo que cabría proponer la integración de por lo 
menos algún representante; lo usual es un número impar. De manera que ustedes verán de cuáles o de 
quiénes, pero diría que sería la integración de una organización de segundo grado para que tenga voz y 
representación dentro de la Comisión. 


SEÑOR ARBESUN.- La exposición de motivos dice: "La elaboración de este programa y su ejecución 
no se traduce en costos económicos para el Estado, en cuanto es posible utilizar las estructuras 
existentes -Intendencias (...)'"" Debemos partir de la base de que es equivocado este diagnóstico de la 
situación de las estructuras existentes en cualquiera de los sistemas de salud que hay en este país, tanto 
públicos como privados. En las condiciones actuales, estos sistemas -públicos y privados- no disponen 
de las estructuras necesarias para la atención de las alteraciones psicológicas más comunes. Este sería 
el primer problema. 


La segunda cuestión estaría referida a la declaración que define a las víctimas. Esto significa el uso que los 
usuarios van a hacer de este programa. ¿Cuáles son los criterios que van a definir que alguien pueda hacer 
uso de este programa? Es decir, ¿quién va a diagnosticar quién es víctima y quién no lo es? ¿Es un 
autodiagnóstico? ¿El programa se va a convertir en una instancia de derivación de procedimientos judiciales, 
esto es, resolver a través del programa, traspasando diversos conflictos que tradicionalmente se realizan en la 
instancia judicial, a un programa asistencial, terapéutico y demás? 


Esta exposición de motivos define a las víctimas de una manera muy selectiva. Esto es, siguiendo este 
criterio de definición ambigua de víctima, en tanto el usuario contemplaría, por ejemplo, a las víctimas 
institucionales, estoy pensando en los que ya han sido penados por la ley, cuando los coraceros entran a los 
penales, cuando los detenidos son golpeados, ¿también ellos accederían a este programa? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Pita, seguramente, hará referencia a varios temas 
puntuales e intentará explicarlos, porque el proyecto es de su autoría. Acostumbramos a recibir 
vuestras opiniones, luego intercambiar ideas y, en todo caso, dar a cómo procederemos. En cuanto a 
esta Comisión multidisciplinaria -por llamarla de alguna forma-, entre otros aportes recibidos, por 
ejemplo, está el del Director de la Clínica Psiquiátrica de la Facultad de Medicina, quien afirmó que las 
Ciencias de la Comunicación también deberían estar representadas aquí por el tratamiento que a 
través de la prensa estos temas reciben. Inclusive, poder ampliar la participación de algunas 
organizaciones no gubernamentales que también se relaciona con lo que aquí se plantea. 


SEÑOR PITA.- Expreso mi satisfacción por la presencia de los distinguidos visitantes y los aportes 
realizados. 


En primer lugar, quisiera señalar que la idea en cuanto a la mecánica de trabajo -creo que con esto 
avanzaremos en la comprensión de en qué fase estamos- es la de recibir este tipo de opiniones. 


En la sesión anterior de la Comisión, concurrieron por la Facultad de Medicina el Director de la Clínica 
Psiquiátrica, el profesor Ginés y la doctora Romano, quienes plantearon un conjunto de inquietudes e 
interrogantes. También formularon dos propuestas concretas, una de ellas es que a nivel de la Comisión 
madre o principal se debería integrar a las Ciencias de la Comunicación. Este es un componente fundamental 
y estuvimos hablando mucho del tema de cómo establecer criterios para que los medios de comunicación 
contribuyeran a la creación de víctimas de los delitos de abuso de poder. Otra idea que aportó la Facultad de 
Medicina -a través de los invitados que concurrieron- fue la de prever un organismo de participación y 
consulta preceptivo para las diversas organizaciones existentes, no desde la óptica del destinatario del 
programa pero sí de los aportes que se puede hacer la sociedad civil. 


Esto nos llevó a recordar que en otros temas, por ejemplo, los distintos modelos de comisiones de ética que 
se han generado en algunos países del mundo, se utiliza una comisión madre y una comisión consultiva, 
independientemente del tamaño y la dimensión que tengan. Una se elige para decidir y la otra para consultar. 
Hay varios modelos para hacerlo. Hablo del tema de la ética porque hay especialistas presentes. Este 
proyecto no tuvo en cuenta, por ejemplo, una segunda, o primera, instancia -puede ser previa a la consulta, 
preceptiva- de naturaleza participativa y sí consideró las instancias de elaboración y decisión y de control. En 
ese sentido, eso sería lo ideal de la metodología de trabajo. 


Con respecto a las preguntas formuladas, la idea que tenemos es que se trabaje sobre la base de la utilización 
del manual de las Naciones Unidas a los efectos concretos de elaborar programas nacionales. El manual 
empieza por aclarar la primera pregunta del Decano, la definición de la víctima. En ese manual el concepto 
de víctima se plantea en un sentido abarcativo y amplio; no se trata sólo de la víctima del delito, inclusive, el 
nombre de esta iniciativa debería ser más amplio. Las Naciones Unidas proponen definir a la víctima como 
aquella persona que es objeto de una acción delictiva que viola normas de derechos penales nacionales o de 
normas, internacionalmente aprobadas, que se relacionan con los derechos humanos. O sea que va más allá 
del delito, estrictamente; puede no estar considerado el delito propiamente y, sin embargo, hablarse de 
derechos humanos; es una definición abarcativa. Este tipo de cuestiones realmente es ambiciosa. 


De todas maneras, en el manual, que fue producto de la elaboración de un equipo multidisciplinario muy 
importante, están planteados muy diversos aspectos como, por ejemplo, estrategias para la participación de 
los medios de comunicación, protocolos de capacitación general para el área de educación y entrenamiento 
permanente en los distintos rubros: Policía, funcionarios de salud, de puertas de hospitales, del Poder 
Judicial. Se trata de encontrar algún mecanismo para reaccionar y actuar frente al problema de una manera 
global, desde el ciudadano, que no tiene nada que ver en el asunto en cuanto a su concepción, hasta los que se 
vean relacionados directamente en el tema. 


¿Hasta dónde estamos en condiciones de instrumentar esto? Ya hemos planteado ese aspecto. En los 
momentos que está viviendo hoy el país -y tiene que ver con lo que dijo el psicólogo recién-, en definitiva, es 
muy poco lo que se podría innovar, avanzar y aumentar en cuanto al reconocimiento práctico de los derechos 
humanos de las personas. Pero también es cierto que la vida continúa y que aun en un momento de crisis - 
quizás, por vivir un momento tan tremendo de crisis-, es bueno que avancemos, por lo menos, en el deber ser 
y en todo lo que se pueda ir haciendo. 


¿Qué se quiere decir en la exposición de motivos cuando se afirma que la elaboración de este programa y su 
ejecución no se traduce en costos? Que en condiciones más normales que las de ahora, no necesariamente 
tenemos que pretender con este esfuerzo legislativo que, por ejemplo, en tres años, Uruguay cuente con un 
sistema de seguro de reparación patrimonial de las víctimas directas o de sus familiares. No creo que 
Uruguay esté en condiciones, ni en tres ni en cinco años, de hacer efectivo ese capítulo. Pero funcionando en 
condiciones medianamente no tan críticas como las de ahora -supongamos un país funcionando en 
condiciones de hace tres o cuatro años o como uno espera que en pocos años volvamos a estar en situación de 
normalidad desde el punto de vista económico, social- hay una cantidad de servicios que no están 
coordinados, que no tienen elaborado un programa, pero que coordinados podrían canalizar instrumentos de 
cooperación internacional que hay en determinados países del mundo. De esta manera, sin crear una nueva 
superestructura institucional estatal, se formaría una Comisión de carácter honorario que analice la 
posibilidad -honorario quiere decir que no se piensa en pagar a alguien para hacer específicamente este tipo 


de cosas; dicha Comisión sería designada por instituciones como las que planteamos- de desarrollar 
programas, de crear los instrumentos y de identificar los efectos posibles de ese programa dentro de lo que ya 
tenemos. Y que cuando note que algo no se pueda hacer diga: "No se puede hacer esto porque se precisaría 
tener este instrumento y se necesitarían tales recursos para llevarlo adelante". Creo que debemos tratar de ir 
haciendo por lo menos lo que se pueda dentro de lo que se debe, y diagnosticando lo que no sea posible llevar 
adelante de manera de definir, cuando se pueda, que eso también está dentro de las obligaciones. 


Buscamos una visión práctica del tema y avanzar en este sentido. Pongo un ejemplo concreto. Evitar el par 
víctima-victimario y no patologizar reacciones normales en la comunidad es tratar, con un abordaje de base 
seria, científica, plural y respetuosa, estos temas en la comunidad. Pero si no lo hacemos será muy fácil que 
se patologice el caso, que se perpetúen los pares y que las cosas se sigan haciendo mal. Entonces, por 
ejemplo, hacer programas de educación a la comunidad sobre la naturaleza de la especial vulnerabilidad de 
las víctimas del delito no debería costar nada. Perfectamente se puede hacer, pero tiene que haber alguien que 
lo defina y lo coordine. Este es el sentido de la cosa. 


En cuanto a la otra pregunta, si una persona está detenida por haber cometido un delito es víctima de otro 
delito, esté detenida o no, obviamente es víctima del delito. Esta es una respuesta como superabundante. Acá 
no se trata de decir que nos debemos ocupar de la víctima sino de todos los derechos humanos. 


Es cierto que en los Estados del mundo, no solo Uruguay -estas experiencias son relativamente nuevas-, la 
primera declaración reconociendo los derechos humanos de las víctimas del crimen y del abuso del poder es 
de la década del ochenta. Y nosotros, en la persecución a los delincuentes y en las distintas teorías de cómo 
tratar al sujeto del delito, no a la víctima del delito, hemos abordado el tema desde que existe la sociedad. En 
cambio, este otro aspecto del problema no se ha desarrollado. En forma relativamente reciente -hace ya 
muchos años en países con mayores probabilidades-, hay experiencias de este tipo e, inclusive, incluyen el 
aspecto patrimonial, que es muy grande. Teóricamente si el Estado tiene que brindar seguridad y a una 
persona le pegan, le roban el dinero, la dejan tirado y se rompe una pierna, el Estado tiene alguna 
responsabilidad, pero no es que no se quiera instrumentar. Lo que preguntamos es cómo hacemos para 
instrumentar un seguro de ese tipo hoy y cómo se hace para financiarlo. En este sentido es que hablamos del 
aspecto práctico de la cosa. 


En cuanto al tema planteado por doctora Castro sobre la UDELAR, está bien; no nos dimos cuenta de eso. 


Insisto a la Presidencia de la Comisión -siempre agradezco que me permitan participar- en la distribución del 
manual, que es fundamental para avanzar porque permitiría profundizar mucho algunas preguntas e inclusive 
generaría nuevas interrogantes sobre la temática. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A través de Secretaría ya está distribuido, por lo menos en el correo 
electrónico hay un ejemplar. Por dificultades notorias, tratándose de tantas hojas, aún no hemos 
podido hacer los repartidos suficientes, pero está como base de consulta y, por supuesto, en Internet. 


SEÑORA MOLAS.- En cuanto a los recursos y las posibilidades de ir implementando una acción más 
global, quiero remitir la experiencia específica que se ha tenido con la problemática de la violencia 
familiar. En muy poquitos años y con muy poquitos recursos, las acciones de sensibilización, que no 
han tenido tantos costos, se han incorporado dentro de las actividades normales de formación o 
capacitación de los distintos sectores, especialmente de la Policía, por ejemplo. Realmente, esto ha 
generado cambios, por lo menos se están empezando a advertir. Y, desde ese punto de vista del trabajo 
más directamente vinculado con la víctima -entre comillas, para no discutir ahora sobre el concepto- la 
revictimización tiene daños, a veces, más graves que la situación de violencia vivida. Más allá de si hay 
delito o no, convenimos en que la persona vive una situación de abuso de poder que genera un nivel de 
impacto y de daño que atenta contra el ejercicio de su ciudadanía y, en realidad, esa persona no tiene 
recursos para ser sostenida colectiva, social e institucionalmente a fin de ir procesando la situación que 
vivió. Pero el enfrentarse a un proceso social e institucional que lo ubica en un lugar de mayor 
vulnerabilidad y nuevamente de victimización, genera un nivel de daño que hace que tenga una 
multiplicación en los efectos del daño. 


En cuanto a lo que es todo el sistema, si la Policía es el primer lugar al que el ciudadano acude a pedir ayuda, 
entonces, se caratule delito o no, hay un proceso. Creo que se puede pensar con mayor profundidad de qué 


manera ayudar a los operadores a ver esto de otro modo. Pensar el delito de este otro modo, socialmente es 
un tema nuevo, y tenemos que acostumbrarnos a empezar a verlo de esa manera. 


SEÑOR GIORGLI.- He escuchado con atención lo expuesto y creo que hay bastantes coincidencias. 


Quiero subrayar un aspecto muy propio de la perspectiva de la Universidad, y es la importancia que tiene, en 
cualquier programa que se instrumente, la vertiente de formación e investigación. Tal vez, una de las acciones 
más necesarias e inmediatas, junto con la sensibilización comunitaria, sea la capacitación del personal 
técnico, que muchas veces no está preparado para atender este tipo de situación, entre otras cosas, por una 
cuestión de introducción muy reciente en el Uruguay. Hay programas de formación universitaria sobre esto, 
hay gente trabajando en sistemas de salud, con cargos de responsabilidad y no han tenido oportunidad de 
contacto sistemático con la problemática y también con otros actores intervinientes, como puede ser el 
personal de la Justicia y el de la Policía. 


En este momento, la Universidad está tendiendo, precisamente, a una modificación del plan de estudios de la 
Escuela Nacional de Policía, ya que se proyecta el pasaje a licenciatura, y uno de los temas a discutir es la 
necesidad de que el policía tenga una formación que le permita, no solo seguir pistas e investigaciones, sino 
comprender la problemática de la persona denunciante o que ha sido afectada por algún tipo de situación de 
violencia. 


Desde el punto de vista de la investigación, es muy importante ir registrando y aprendiendo de la propia 
experiencia porque estos temas tienen sesgos propios, en las distintas cuestiones y en los diferentes países - 
muchas veces, interpretamos desde lo que dice la lectura internacional sobre esta temática y no siempre 
acumulamos experiencia propia- para comprender los matices de la cultura y cómo se viven los valores. 


SEÑORA CASTRO.- Me gustaría decir algo más con respecto a la integración que mencionaba el 
señor Diputado Pita. Creo que estamos de acuerdo con lo planteado la ciencia de la comunicación. 


En rigor, en el propio seno de la Comisión habría que discutir una serie de cuestiones que de hecho estamos 
adelantándonos a plantear, pero no está demás enfatizarlas; tal vez, la propia exposición de motivos del 
proyecto de ley pueda aludir a la importancia -como se decía recién- de la formación y de la investigación en 
este tema que a tantos universitarios nos compete en forma directa. Esto sí es un aspecto bastante importante 
que podría incorporarse como elemento positivo. 


También se planteaba la característica multicultural, los fenómenos sociales actuales y el hecho de que 
tengamos que sufrir los avatares de la globalización. Si bien la temática tiene características nacionales, la 
Comisión, debería establecer una suerte de flexibilidad para que, después, en la instrumentación del 
programa se tengan en cuenta las características departamentales. 


SEÑOR PITA.- Este proyecto fue impulsado por los Ediles de la Junta Departamental de Salto. 


SEÑORA CASTRO.- Sí, ello figura en la exposición de motivos. Probablemente es en los 
departamentos fronterizos o en ciertos lugares del centro de la República donde lo vemos más 
notoriamente y queda claro cómo ciertas problemáticas sociales tienen características totalmente 
diferenciables. En algunos lugares no lo sabemos, creo que deberíamos investigarlo, en otros sí tenemos 
elementos como para hacer esta investigación. 


SEÑORA PERCOVICH.- En primer lugar, quisiera agradecer a todo el equipo porque creo que nos 
han aportado una cantidad de elementos muy ricos. 


En base a esta experiencia que está haciendo un poco a "forceps" el sistema judicial y el sistema policial con 
la aprobación de la ley sobre violencia doméstica que salió de esta Comisión y puso a prueba las 
posibilidades de su aplicación, habiendo participado en una actividad muy interesante por parte de la red de 
organizaciones no gubernamentales que trabajan en este tema con distintos operadores, y constatado una 
carga emocional muy grande al impactarse por primera vez con un problema que el Estado hasta ahora no 
había asumido directamente sino que lo habían abordado los operadores directos, los profesionales directos o 
las organizaciones no gubernamentales, me pregunto y le pregunto a ustedes como especialistas -además de 


lo que han dicho con respecto a la capacitación, la investigación, la necesidad de la diferenciación en las 
características de los problemas de delitos, y si se extiende a los derechos humanos es mucho más amplio- 
sobre el tema de la contención de estas personas. Me resultó muy impactante ese grado de angustia de los 
jueces, los defensores de oficio, los abogados, toda la gente que de alguna forma trabaja en este tema y no sé 
si ustedes valoran como algo necesario para enfrentar el problema que, a veces, puede ser manipulado y en el 
que hay que mantener la objetividad. 


SEÑOR GIORGI.- Respecto a lo planteado por la señora Diputada Percovich creo que hay dos 
vertientes. Una tiene que ver con la necesaria formación para que las personas que trabajan en 
contacto con estas problemáticas hagan un manejo de su propia afectividad. Esto lo hemos visto mucho 
en la temática del abuso sexual, que resuena muy fuerte al interior de la subjetividad de las personas 
que intervienen, y que muchas veces llevan a distorsionar o a sobrecargar afectivamente las situaciones 
y no manejarlas de la mejor manera. Lo otro, es el efecto acumulado del contacto con estas situaciones, 
como desgaste y como factor de compromiso del equilibrio emocional de los equipos. 


Los organismos internacionales hablan mucho del cuidado de los cuidadores o de los costos del cuidado. 
Nosotros pensamos que ese mecanismo debe estar previsto; tiene que haber una estructura de contención, un 
dispositivo que permita poner en común las vivencias, las experiencias y sostenerlo periódicamente para 
darle sustentabilidad al sistema. De lo contrario, hay un desgaste y una naturalización donde se pierde la 
capacidad de asombro, de respuesta, y el técnico o el personal tiende a protegerse retrayéndose. En esos 
casos, está comprobado que el rendimiento de los equipos y de la capacidad de comprensión de la persona 
disminuye notoriamente. Creo que ese es un elemento imprescindible cuando se trabaja en este tipo de 
temáticas. Además, hay que pensar cómo se instrumenta esto; debe existir una cierta rotación porque, a su 
vez, si el trabajo de contención está congelado en un mismo equipo también le sucede algo similar. Hay que 
pensar en intervenciones más móviles, más rotativas. En ese sentido, puede pensarse en un asesoramiento 
técnico específico para ver cómo instrumentarlo. 


SEÑOR MARTÍN.- Nos alegra el planteo de la señora Diputada Percovich. Cuando en el año 1987, en 
la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara de Representantes, planteamos por 
primera vez una reforma a la Ley_N” 9.581, nos referíamos al problema del riesgo. Sí, hay un grave 
riesgo en los operadores de la salud o de la enfermedad -ustedes discutirán eso luego; creo que sería 
muy importante que estuviera contemplado el mecanismo que llevara a la protección contra ese riesgo 
de los operadores que están trabajando con las víctimas de agresión a sus derechos. 


De ahí nuestra congratulación por esta iniciativa ya que es una vieja aspiración del SMU. Por supuesto, en 
este momento no estoy hablando por la Facultad de Psicología sino que me refiero a la vieja aspiración del 
Sindicato Médico del Uruguay y de los operadores de la salud en general que trabajamos en forma 
interdisciplinaria en la Comisión Nacional de Salud Mental el hecho de que se contemple ese riesgo frente a 
situaciones de vulneración muy graves y permanentes; reitero: no para la víctima -en caso de tener secuelas- 
sino para quien está trabajando con ella. 


SEÑOR PITA.- Quería hacer un comentario. En este manual, el primer apartado de su capítulo 
noveno, se refiere a la educación de los profesionales que intervienen directamente en el tratamiento de 
la víctima sobre los procesos de tensión y agotamiento asociados. Ellos tienen elaborada una serie de 
recomendaciones para las situaciones de ese tipo. Por ejemplo, en una parte del capítulo se habla de la 
participación de los líderes espirituales y religiosos, las cuestiones críticas de ayuda de la víctima para 
el Clero, etcétera. Hay una cantidad de cosas previstas que son muy interesantes. Uno no se imaginaba 
que hubiera llegado a tal desarrollo este esfuerzo. Me acuerdo, por ejemplo, en el tema de psiquiatría, 
de la alianza estratégica: uno sabe que un paciente le tiene confianza a un pae y lo primero que hace el 
médico psiquiatra es ir a hablar con el pae y convencerlo para que lo ayude a establecer una asociación 
terapéutica múltiple. Entonces, pasa a ser el principal apoyo del médico para el tratamiento del 
paciente. 


En consecuencia, enfatizo el valor de que esa comisión pueda trabajar con un punto de partida; es una guía 
interesante para ordenar y sistematizar las distintas interrogantes primarias. 


SEÑOR ARBESUN.- Creo que la guía tiene que ser las condiciones del Uruguay, la referencia puede 
ser el manual. 


El proyecto es loable en sí mismo, eso no tiene ninguna discusión. Pero, ¿cuáles son los problemas que este 
proyecto va a encontrar en las condiciones en que se desarrollan las diferentes problemáticas vinculadas al 
delito o a la violencia en el Uruguay? La guía tiene que partir de un diagnóstico de las condiciones que 
posibilitarían o no hacer que esta ley -si resulta aprobada- funcione operativamente y que no se integre a un 
conjunto de leyes todas muy loables y perfectas pero sin ningún nivel de operatividad. 


En ese sentido es que hago hincapié no en la declaración de víctima que aparece en el manual sino en la que 
aparece en la exposición de motivos. Hago hincapié, además, en cómo se relacionaría este proyecto de ley 
con el sistema judicial; cómo se relacionaría con la ley de seguridad ciudadana; cómo se relacionaría con la 
ley de violencia doméstica; y quién definiría la puerta de entrada de los usuarios al uso del servicio. ¿Quién 
va a diagnosticar quién puede definirse como víctima? Yo llego y digo que he sido víctima, es decir ¿vale la 
simple declaratoria? Este es un problema que hay que analizar observando las condiciones que en el Uruguay 
definen las instancias donde alguien es señalado como víctima. El manual puede servir como referencia 
importante, pero la guía debe ser las condiciones del Uruguay; de lo contrario, la ley va a tropezar con un 
montón de resistencias y se va a anular por su propia distancia con la realidad social. 


SEÑOR SCAVARELLLI.- Quisiera saludar al Decano y a su equipo, gente que conocemos y respetamos 
mucho. Tener a la Universidad de nuestro lado para un tema de este tipo coloca las cosas en un buen 
lugar. 


Sin duda, no es el momento del examen del proyecto. Desde ya adelanto mi posición favorable, seguramente 
esté faltando el Ministerio Público y Fiscal que me parece un elemento muy importante. 


Quisiera aprovechar la presencia de nuestros invitados para hacer alguna reflexión. Creo que todo el esquema 
del derecho, en esta materia, está sufriendo una importante evolución. Vengo de una Universidad de afuera, 
de un evento de justicia terapéutica. Me parece que es un tema que el Uruguay tiene que sentarse a estudiarlo 
profundamente porque, de algún modo, responde a parte de lo que se estaba planteando. 


Queda claro que el concepto de justicia, como tal, como uno de los ingredientes del control social frente a la 
transgresión de la norma, la ruptura del límite de lo tolerable dentro de un Estado de derecho, tiene un antes y 
un después, según uno se coloque en la posición de un Estado de derecho o no. Partiendo de la base de un 
Estado de derecho, donde la estructura judicial es independiente, garantista, democrática, constitucional y 
controlada, obviamente, podemos hablar de justicia terapéutica. De lo contrario, estaríamos refiriéndonos a 
algún archipiélago de otro tipo. En ese sentido, quería dejar una reflexión para más adelante. Estamos 
asistiendo al fin de una etapa en la administración de la Justicia frente al delito. El fin de la etapa es la 
retribución o la sanción penal propiamente dicha, que no quiere decir que esa etapa se derogue sino que pasa 
a ser un eslabón al lado de otros eslabones que se están agregando. Frente a esto está el tema de la 
revictimización que da para largo, porque en los sistemas penales de todas partes la víctima tiene la 
obligación de comparecer, salvo en algunas hipótesis. Por eso está el proceso máximo de la revictimización 
del testigo que es llevado en forma obligatoria a declarar y a revivir la escena contra su voluntad o se le 
mantiene arrestado hasta que declare. Hay intereses que son considerados superiores frente a la protección ya 
no de la revictimización de la víctima original sino de la futura victimización de otro ciudadano, que queda 
expuesto por no haber sido sancionada la persona que cometió el delito. 


Concretamente, respecto al tema de la justicia terapéutica, se trata de encontrar que a través del mecanismo 
judicial se aborden alguno de los tres escenarios propiamente dichos. El primero, la víctima del delito, es 
decir el sujeto pasivo, el que recibe la acción del delincuente. El segundo, el individuo que genera la acción 
delictiva -que como decía la señora Diputada Percovich, se manejó mucho en esta Comisión cuando 
abordamos el tema de violencia doméstica-, porque trabajar sobre el delincuente es un modo directo de 
reinstalar a la gente en la sociedad y prevenir. Como felizmente no hay cadena perpetua ni pena de muerte, 
todo individuo que entra preso, haya hecho lo que haya hecho, va a terminar algún día conviviendo entre 
nosotros. Entonces, un principio de realismo es que si no operamos sobre el delincuente, obviamente, lo 
volveremos a insertar en la sociedad, en el mejor de los casos, igual que como estaba. Y el tercero, 
importantísimo, tiene que ver con la protección de los operadores en el sistema. Pero voy a agregar un cuarto 
tema para que la Universidad empiece a reflexionar, porque hace a un concepto que ha dejado de ser 


multidisciplinario para pasar a ser interdisciplinario. Y voy a este ejemplo. En Uruguay existen institutos 
tales como la libertad provisional, la libertad anticipada o las salidas anticipadas o vigiladas, en las cuales el 
diagnóstico para que alguien salga en forma transitoria de la esfera de la contención de privación de libertad, 
muchas veces, depende de la opinión del instituto carcelario sobre si el individuo se portó bien o mal. En una 
conducta constreñida, salvo que sea una patología, no siempre es fácil de medir si el recluso está simulando o 
no, y el Instituto de Criminología en el Uruguay está al borde la heroicidad porque obviamente es una 
situación muy crítica que a quienes trabajan ahí se les pregunte qué opinan del preso y se les tire por delante 
una población carcelaria inmanejable. 


Voy a hacer un trabajo de prognosis sobre hacia donde van ciertas profesiones, entre ellas, la de ustedes que 
respeto tanto. 


En el ámbito internacional hay una tendencia creciente que termina llamando a responsabilidad a los 
habilitantes de las salidas anticipadas, porque el criterio ético es que la sociedad no puede saber si alguien 
está bien o mal sobre la base de largarlo a la sociedad y observar si vuelve a matar, violar o rapiñar. No puede 
ser que el resto de la comunidad sea el campo de exploración de un resultado posible o de una rehabilitación 
no lograda, en un sistema carcelario que, hoy por hoy, está lejos de rehabilitar a alguien. El tema del 
diagnóstico, con la responsabilidad del diagnosticante, es suicida para quien deba hacerlo. Tenemos la 
obligación de fortalecer a quienes tienen que asesorar en estos casos, y la individualidad significa exponerlos 
a una responsabilidad sin límite. 


La multidisciplinariedad, tipo línea de montaje en que cada uno de los expertos acumule un informe, es 
absolutamente insuficiente. Tenemos que propugnar para que, con estas normas y otras se vayan generando, 
los informes estén relacionados con la condición de la víctima, del victimario, con la protección de la 
sociedad como tal y la Justicia, independientemente del diagnóstico; hablo de diagnóstico sin culpa que dice: 
"Juan Pérez está en condiciones de visitar a su familia, tener un empleo, salir de mañana y volver de noche", 
porque como en algún momento va a salir, probemos. 


Creo que el primer elemento que conozco de legislación uruguaya que se ha referido al trabajo 
interdisciplinario con todas las letras es la ley sobre violencia doméstica, con enormes aspectos a mejorar, 
pero que ha sido un paso impresionante, todavía imperceptible porque no ha sido comprendido totalmente el 
concepto de la interdisciplinariedad en el abordaje del tema penal. En una sociedad donde la inseguridad es 
siempre creciente, por infinidad de factores que no son del caso, en un régimen de punibilidad creciente en 
materia de definición de delitos, que aparezcan normas en lo penal y que, además, incorporen el otro 
ingrediente, es muy fuerte. 


Quiero invitar, fundamentalmente estando el Decano y representantes del Sindicato Médico -con quienes he 
trabajado y conozco su capacidad de respuesta- a explorar, inclusive por el lado de la investigación científica, 
de los talleres -me ofrezco a invitar gente que sepa porque el tema es importante-, en qué rol, hoy, un 
psiquiatra, un psicólogo, un asistente social, terapeutas de la conducta, diagnosticadores de la conducta, 
pueden encontrar elementos, cómo ser proactivos y estar protegidos frente a todo esto. 


Me aparté del cometido del tema, pero entendí que este contexto reflexivo era oportuno para expresar estos 
puntos de vista ya que no siempre está la delegación aquí de "víctima". 


Conozco los integrantes de esta Comisión y sé que son absolutamente receptivos para este tipo de cosas. 
Entonces, si hay algo en lo que podamos ayudar discretamente para profundizar esta línea que se llamará 
justicia terapéutica, profesionalización del diagnóstico, dar más seguridad al sistema social y al aparato 
social, más allá de lo punitivo en lo penal, sería un buen aporte. Por lo tanto, no voy a hacer ninguna 
pregunta. Simplemente, planteo la posibilidad de hacer algún trabajo compartido con la Universidad de la 
República y otras Universidades, porque somos muy pocos y siempre es bueno juntar el saber. 


SEÑORA CASTRO.- El Diputado Scavarelli ha tirado un guante que deberíamos recoger. Nos consta 
que él colaboró muchísimo con la Universidad cuando integró la Junta Nacional de Drogas. 
Precisamente, apoyó un curso internacional que fue muy importante. Se podría repetir esa experiencia. 


Me parece que es compartible lo que ha señalado, fundamentalmente, el cuarto elemento que agregó, porque 
uno de los problemas es cómo pasar de una formación que necesariamente tiende a lo abstracto al problema 


concreto. Este es el punto. La gente está formada y preparada para hacer un diagnóstico, pero es un 
"diagnóstico a los efectos de", pero esto es otra cosa y requiere una precisión muy específica. Supongo que se 
podrá resolver adecuadamente -por lo menos en nuestra Facultad- cuando se terminen de instrumentar los 
postgrados y las especializaciones. Este es el desafío que tenemos por delante. 


Este punto se une con lo que hoy hablamos sobre el tema cultural, visto del otro lado; la especificidad del 
diagnóstico va de la mano con lo otro. Los técnicos no nos salvamos de estos problemas y riesgos que 
estamos planteando. 


Simplemente, quería dejar constancia de que recogemos el guante. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa va a jugar un papel antipático ya que tendrá que suspender esta 
muy interesante entrevista, porque otra delegación está esperando y hemos solicitado autorización a la 
Cámara para continuar trabajando junto con el desarrollo de la sesión extraordinaria de hoy. 


En primer lugar, agradecemos mucho su aporte y su presencia. En segundo término, si algo quedó en el 
tintero sobre esta temática u otra, o surge algún otro comentario, estamos a las órdenes y, además, ustedes 
pueden solicitar ser recibidos o comunicarse vía telefónica, correo electrónico, etcétera. 


SEÑOR GIORGLI.- Simplemente, agradecemos el haber podido aportar en esta temática. Por supuesto, 
la Facultad y la Universidad siempre está dispuesta a colaborar aportando nuestra área de trabajo. En 
este momento las temáticas planteadas en este proyecto de ley están sacudiendo el ámbito académico, 
se está trabajando sobre ellas, en algunos casos con mayor desarrollo que en otros, pero tenemos 
aportar, y estamos dispuestos a regresar cuando sea necesario. 


(Se retira de Sala la delegación de la Facultad de Psicología de la UDELAR) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


